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CONVENIOS DE COLABORACIÓN ADMINISTRATIVA EN MATERIA FISCAL 

FEDERAL. AUTORIDADES DE LOS ESTADOS FACULTADAS PARA 

EJECUTAR LAS ATRIBUCIONES DERIVADAS DE AQUÉLLOS. 

 

 

Para determinar cuáles son las autoridades estatales facultadas para ejecutar las 

atribuciones derivadas de los convenios de colaboración en lo relativo a la 

recaudación de los ingresos tributarios, comprobación, fiscalización, determinación 

y cobro de créditos fiscales, todo ello referido a los impuestos federales señalados 

en los propios convenios, debe atenderse, en términos de lo pactado en el 

clausulado de aquéllos, a las Constituciones estatales, así como a las leyes 

orgánicas de la administración pública, códigos tributarios y reglamentos, en 

cuanto se utiliza en forma genérica la expresión "disposiciones jurídicas locales", 

de donde se sigue que en dicha expresión quedan comprendidas tanto los 

ordenamientos en sentido formal y material como aquellos emanados de la 

potestad reglamentaria de la que se encuentra investido el titular del ejecutivo en 

cada entidad. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Contradicción de tesis 315/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales 

Colegiados Tercero en Materia Administrativa del Segundo Circuito, y Segundo y 

Tercero, ambos en Materia Administrativa del Sexto Circuito. 23 de octubre de 

2013. Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: 

Maura Angélica Sanabria Martínez. 

Tesis de jurisprudencia 164/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 

Alto Tribunal, en sesión privada del veintisiete de noviembre de dos mil trece. 

Ejecutorias 



Contradicción de tesis 315/2013.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 

obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2014, para los efectos previstos en el 

punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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CONVENIO DE COLABORACIÓN ADMINISTRATIVA EN MATERIA FISCAL 

FEDERAL. PARA DETERMINAR SI UNA AUTORIDAD LOCAL ESTÁ 

FACULTADA PARA EJERCER LAS ATRIBUCIONES DERIVADAS DE AQUÉL, 

DEBE ATENDERSE AL MARCO NORMATIVO INTEGRAL EN LA ENTIDAD 

FEDERATIVA, INCLUSIVE A LAS DISPOSICIONES REGLAMENTARIAS 

EMITIDAS POR EL EJECUTIVO LOCAL. 

 

 

De la cláusula cuarta de ese tipo de convenios celebrados con diversas entidades 

federativas, que en lo conducente prevé que las facultades de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, que conforme al propio convenio se delegan al 

Estado, serán ejercidas por el gobernador de la entidad o por las autoridades que, 

conforme a las disposiciones legales locales, estén facultadas para administrar 

contribuciones federales, deriva que las facultades que la Federación confiere al 

Estado pueden ejercerlas tanto el gobernador como las autoridades que, acorde 

con las disposiciones locales, estén facultadas para administrar contribuciones 

federales. Lo anterior implica que el ejercicio de las facultades por parte de las 

autoridades locales dependerá de que el Estado, en su legislación, prevea 

atribuciones para administrar contribuciones federales, entendiendo dentro de ese 



concepto su recaudación y fiscalización, para lo cual, debe recurrirse a esa 

normativa bajo el parámetro de que esas facultades deben referirse a las 

expresamente señaladas en los convenios y ser acordes con el marco de 

coordinación fiscal del que derivan, entendiendo como disposiciones jurídicas 

locales no sólo los ordenamientos en sentido formal y material, sino también a las 

emanadas de la potestad reglamentaria de la que se encuentra investido el titular 

del Ejecutivo Local en cuanto constituyen fuente de derecho y desarrollan la 

voluntad del legislador ordinario. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Contradicción de tesis 315/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales 

Colegiados Tercero en Materia Administrativa del Segundo Circuito, y Segundo y 

Tercero, ambos en Materia Administrativa del Sexto Circuito. 23 de octubre de 

2013. Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: 

Maura Angélica Sanabria Martínez. 

Tesis de jurisprudencia 165/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 

Alto Tribunal, en sesión privada del veintisiete de noviembre de dos mil trece. 

Ejecutorias 

Contradicción de tesis 315/2013.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 

obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2014, para los efectos previstos en el 

punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 52, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DEL IMPUESTO 

RELATIVO, VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 

 

 

El citado numeral, al disponer que las instituciones de crédito, para determinar el 

ajuste anual por inflación acumulable o deducible, en términos del artículo 46 de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta, considerarán como créditos los señalados en la 

fracción I del artículo 47 del citado ordenamiento (los que sean a cargo de 

personas físicas y no provengan de sus actividades empresariales, cuando sean a 

la vista, a plazo menor de un mes o a plazo mayor si se cobran antes del mes), 

establece un trato diverso injustificado en razones objetivas y válidas, ya que pasa 

por alto que el fenómeno inflacionario afecta por igual las deudas y los créditos de 

todas las instituciones que componen el sistema financiero, además de que el 

trato distinto injustificado se dispone respecto de dos deberes que son a cargo de 

todas estas instituciones, a saber, el cálculo del ajuste anual por inflación y la 

determinación de la base gravable y el pago de la contribución correspondiente. 

Por tanto, no es racional ni constitucionalmente aceptable esa desigualdad en el 

trato, no obstante la diferencia en actividades, giro u operaciones de cada entidad 

financiera, toda vez que se está en presencia de un fenómeno que afecta por igual 

a todas las instituciones. Así, el artículo 52, párrafo segundo, de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, viola el principio de equidad tributaria reconocido por el 

artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, al distinguir, sin racionalidad alguna, a entidades que son impactadas, 

por igual, en sus deudas y créditos por la inflación económica, cuyos efectos, 

además, tienen que reconocer para realizar, de la misma manera, el cálculo del 

ajuste anual por inflación acumulable o deducible. Acorde con lo expuesto, la 

inconstitucionalidad del referido artículo 52, párrafo segundo, tiene como 

consecuencia que todas las instituciones del sistema financiero, sin distinción, 

para los efectos del ajuste inflacionario, podrán considerar como créditos los 

previstos en el artículo 47, fracción I, del citado ordenamiento, en la inteligencia de 

que deberán acreditar que son titulares de aquéllos y que constituyen un gasto 

estrictamente indispensable para la consecución de su objeto social. 

 

PLENO 

 



Contradicción de tesis 5/2012. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda 

Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 8 de octubre de 2013. 

Mayoría de ocho votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón 

Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos con salvedades, Arturo Zaldívar Lelo 

de Larrea, Sergio A. Valls Hernández en contra de las consideraciones, Olga 

Sánchez Cordero de García Villegas, Alberto Pérez Dayán y Juan N. Silva Meza; 

votaron en contra: Jorge Mario Pardo Rebolledo y Luis María Aguilar Morales. 

Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 

Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

Tesis y/o criterios contendientes: 

El sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 

resolver el amparo en revisión 1337/2006, así como el amparo directo en revisión 

2144/2010, y el diverso sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 1096/2011. 

El Tribunal Pleno, el veintitrés de enero en curso, aprobó, con el número 2/2014 

(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintitrés 

de enero de dos mil catorce. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 

obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2014, para los efectos previstos en el 

punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 47, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO 

RELATIVO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 

 



 

El citado precepto establece que no se consideran créditos de las personas 

morales para efecto del ajuste anual por inflación los que sean a cargo de 

personas físicas y no provengan de sus actividades empresariales, cuando sean a 

la vista, a plazo menor de un mes o a plazo mayor si se cobran antes del mes. 

Ahora bien, de su interpretación conforme con el principio de proporcionalidad 

tributaria reconocido por el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que no incluye los créditos que, aun 

cuando reúnan esas características, resulten estrictamente indispensables para la 

generación de ingresos de la persona moral, es decir, que son necesarios para la 

consecución del objeto social de la empresa y, por ende, requieren llevarlos a 

cabo para generar los ingresos que grava la ley de la materia, pues en este caso 

sí es posible considerarlos para determinar el ajuste anual por inflación, cuyo 

resultado puede ser acumulable o deducible. Así, el artículo 47, fracción I, de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta no viola el citado principio constitucional, al 

reconocer que la inflación en las operaciones y bienes incrementa, disminuye o 

modifica su valor por el transcurso del tiempo y, por tanto, trasciende en la 

determinación de la base del tributo a cargo del contribuyente; esta congruencia 

significa que se considera la capacidad contributiva de los sujetos pasivos de la 

relación tributaria, en la medida en que debe pagar más el que tenga una mayor 

capacidad contributiva y menos quien la tenga en menor proporción. 

 

PLENO 

 

Contradicción de tesis 5/2012. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda 

Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 8 de octubre de 2013. 

Mayoría de seis votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Arturo 

Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo en contra de las 

consideraciones, Luis María Aguilar Morales en contra de las consideraciones, 

Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alberto Pérez Dayán; votaron en 

contra: José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, Sergio A. Valls 

Hernández y Juan N. Silva Meza. Ausente: José Fernando Franco González 

Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García 

Galicia. 

Tesis y/o criterios contendientes: 



El sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 

resolver el amparo en revisión 1337/2006, así como el amparo directo en revisión 

2144/2010, y el diverso sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 1096/2011. 

El Tribunal Pleno, el veintitrés de enero en curso, aprobó, con el número 1/2014 

(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintitrés 

de enero de dos mil catorce. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 

obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2014, para los efectos previstos en el 

punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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REVISIÓN FISCAL. LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 

JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA RELATIVAS AL ACUERDO EXPEDIDO 

POR EL SUBSECRETARIO DE TRANSPORTE DE LA SECRETARÍA DE 

COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL 

DE LA FEDERACIÓN EL 30 DE ABRIL DE 2012, A TRAVÉS DEL CUAL 

SUSPENDIÓ POR SEIS MESES EL TRANSITORIO SEGUNDO DE LA NORMA 

OFICIAL MEXICANA NOM-012-SCT-2-2008, SOBRE EL PESO Y 

DIMENSIONES MÁXIMAS CON LOS QUE PUEDEN CIRCULAR LOS 

VEHÍCULOS DE AUTOTRANSPORTE QUE TRANSITAN EN LAS VÍAS 

GENERALES DE COMUNICACIÓN DE JURISDICCIÓN FEDERAL, 

ACTUALIZAN EL SUPUESTO DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA 

PREVISTO EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 63 DE LA LEY FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, PARA EFECTOS DE LA 

PROCEDENCIA DE DICHO RECURSO. 



 

 

De conformidad con el artículo 63, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, el recurso de revisión fiscal procederá en los casos en 

que el asunto revista las características de importancia y trascendencia, cuando la 

cuantía sea inferior a tres mil quinientas veces el salario mínimo general diario del 

área geográfica correspondiente al Distrito Federal, vigente al momento de la 

emisión de la resolución o sentencia, o bien, sea de cuantía indeterminada, a 

condición de que, en ambos casos, la recurrente razone esos aspectos para 

efectos de la admisión del recurso. En estas condiciones, si la autoridad razona 

que la sentencia recurrida versó sobre el indicado acuerdo, el cual se expidió para 

disminuir los riesgos de siniestralidad, dado el incremento en la incidencia de 

accidentes relacionados con el peso bruto vehicular con el que circulan los 

vehículos de autotransporte federal, el asunto reviste las características de 

importancia y trascendencia indicadas, para efectos de la procedencia del recurso 

señalado, dado que el tema a debate lo constituye la modificación a una norma 

oficial mexicana con la que se pretende garantizar la seguridad de las personas 

que utilizan las vías de comunicación federal, lo cual representa un tema de gran 

interés para la colectividad por las consecuencias de índole grave que pueden 

generarse con su incumplimiento. 

 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. 

 

Revisión fiscal 310/2013. Director General Adjunto de Procesos Contenciosos, en 

ausencia del titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de 

Comunicaciones y Transportes, y en representación de la autoridad demandada. 

17 de octubre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Osmar Armando Cruz 

Quiroz. Secretario: Carlos Calderón Espíndola. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación. 
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REGLAS DE CARÁCTER GENERAL EN MATERIA DE COMERCIO EXTERIOR 

PARA 2012. LA REGLA 4.5.8., AL DISPONER QUE LOS TEXTILES Y 

MANUFACTURAS NO PODRÁN SER OBJETO DEL RÉGIMEN DE DEPÓSITO 

FISCAL, VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL DE LIBERTAD DE COMERCIO. 

 

 

La Regla 4.5.8. de las Reglas de Carácter General en Materia de Comercio 

Exterior para 2012, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 29 de agosto 

de 2012, establece que, entre otras, las mercancías clasificadas en los capítulos 

50 a 64 de la Tarifa de los Impuestos General de Importación y Exportación 

(TIGIE) (textiles y manufacturas), no podrán ser objeto del régimen de depósito 

fiscal, lo cual viola el derecho fundamental de libertad de comercio, contenido en el 

artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ello se 

considera así, pues, al evaluar dicha restricción conforme a los principios de 

admisibilidad, necesidad y proporcionalidad, no se advierte justificación alguna 

para su implementación que sea admisible constitucionalmente, además de que 

no es un medio necesario, indispensable o único para lograr el fin deseado, pues 

de la regla referida no se logra evidenciar que la justificación de la medida se 

encuentre apoyada en algún motivo objetivo y razonable, a efecto de excluir del 

depósito sólo a los textiles y sus manufacturas, pues, incluso, respecto de los 

diversos artículos que ahí se enuncian, y que también se impide que sean objeto 

del régimen de depósito fiscal, se encuentran las armas, municiones, mercancías 

explosivas, radiactivas, nucleares y contaminantes; precursores químicos y 

químicos esenciales, diamantes, brillantes, rubíes, zafiros, esmeraldas y perlas 

naturales o cultivadas o las manufacturas de joyería hechas con metales preciosos 

o con las piedras o perlas mencionadas, relojes, artículos de jade, coral, marfil y 

ámbar ni vehículos, excepto los clasificados en las fracciones arancelarias 

8703.21.01 y 8704.31.02 y en la partida 87.11 de la TIGIE, los cuales, por el riesgo 

y consecuencias materiales que pudieran generar para el propio almacén general 

de depósito o de los que lo manejan, es entendible que no deban permanecer en 

él. 



 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 68/2013. Administradora de Amparo e Instancias Judiciales "1" 

de la Administración Central de Amparo e Instancias Judiciales, de la 

Administración General Jurídica del Servicio de Administración Tributaria, en 

representación del titular de este último. 10 de octubre de 2013. Unanimidad de 

votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretario: Ernesto González 

González. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación. 
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HECHO ILÍCITO. SU DEFINICIÓN. 

 

 

La doctrina ha sostenido que la configuración del hecho ilícito requiere de tres 

elementos: una conducta antijurídica, culpable y dañosa. Así, se entiende por una 

conducta antijurídica, aquella que es contraria a derecho, ya sea porque viole una 

disposición jurídica, o el deber jurídico de respetar el derecho ajeno. Asimismo, 

obra con culpa o falta quien causa un daño a otro sin derecho; dicha culpa o falta 

se traduce en no conducirse como es debido, esto es, una conducta culposa es 

aquella proveniente de la negligencia o falta de cuidado. Finalmente, el daño es 

una pérdida o menoscabo que puede ser material o extrapatrimonial; de ahí que 

desde un punto de vista económico, el daño es la pérdida o menoscabo que una 



persona sufre en su patrimonio, y el perjuicio es la privación de la ganancia lícita a 

la que tenía derecho. Por su parte, el daño o perjuicio extrapatrimonial (también 

conocido como daño moral) es la pérdida o menoscabo que sufre una persona en 

su integridad física o psíquica, en sus sentimientos, afecciones, honor o 

reputación. En conclusión, un hecho ilícito puede definirse como la conducta 

culpable de una persona que lesiona injustamente la esfera jurídica ajena. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo directo 16/2012. 11 de julio de 2012. Cinco votos de los Ministros Jorge 

Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, 

Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea; los 

Ministros José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 

Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservaron su derecho a formular voto concurrente. 

Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz 

Contreras. 

Amparo directo 74/2012. 10 de abril de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo 

Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 

Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo; el 

Ministro José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. 

Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz 

Contreras. 

Amparo directo 23/2013. 21 de agosto de 2013. Cinco votos de los Ministros 

Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo; 

los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas reservaron su 

derecho a formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 

Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación. 
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DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. SU ÁMBITO MATERIAL DE 

VALIDEZ A PARTIR DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL PUBLICADA EN EL 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 2011. 

 

 

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

reformado mediante decreto publicado en el citado diario, al establecer que todas 

las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en el propio texto 

constitucional y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 

parte, modificó sustancialmente el contenido de los derechos protegidos 

constitucionalmente, incluido el de igualdad, el cual es un principio adjetivo que se 

predica siempre de algo y que, por tanto, se define y actualiza progresivamente a 

través del tiempo y a la luz de una multiplicidad de factores sociales, culturales, 

económicos, políticos, entre otros. Consecuentemente, si bien es cierto que el 

concepto jurídico de igualdad desde un punto de vista abstracto se encontraba 

presente desde antes de dicha reforma constitucional, también lo es que sus 

condiciones de aplicación y supuestos de protección se han ampliado 

significativamente con el contenido de los tratados internacionales; un ejemplo de 

ello lo constituye la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer, que establece criterios específicos para verificar si 

existe o no discriminación, los cuales complementan materialmente a los 

preceptos constitucionales. De ahí que, a partir de la citada reforma, cuando se 

alegue una violación al principio de igualdad jurídica, el juzgador no puede 

desdeñar el texto de los tratados internacionales que hacen referencia a la 

igualdad y a la prohibición de discriminación, sino que debe efectuar el escrutinio 

de constitucionalidad correspondiente teniendo como ámbito material de validez a 

la Constitución y a los diferentes tratados ratificados por México, máxime cuando 

ese análisis ha sido solicitado por el quejoso. 

 

PRIMERA SALA 



 

Amparo directo en revisión 1464/2013. Blanca Esthela Díaz Martínez. 13 de 

noviembre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 

José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 

García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación. 
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DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. RECONOCIMIENTO DE SU 

DIMENSIÓN SUSTANTIVA O DE HECHO EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO 

MEXICANO. 

 

 

El derecho humano a la igualdad jurídica ha sido tradicionalmente interpretado y 

configurado en el ordenamiento jurídico mexicano a partir de dos principios: el de 

igualdad ante la ley y el de igualdad en la ley (los cuales se han identificado como 

igualdad en sentido formal o de derecho). El primer principio obliga, por un lado, a 

que las normas jurídicas sean aplicadas de modo uniforme a todas las personas 

que se encuentren en una misma situación y, a su vez, a que los órganos 

materialmente jurisdiccionales no puedan modificar arbitrariamente sus decisiones 

en casos que compartan la misma litis, salvo cuando consideren que deben 

apartarse de sus precedentes, momento en el que deberán ofrecer una 

fundamentación y motivación razonable y suficiente. Por lo que hace al segundo 

principio, éste opera frente a la autoridad materialmente legislativa y tiene como 

objetivo el control del contenido de la norma jurídica a fin de evitar 



diferenciaciones legislativas sin justificación constitucional o violatorias del 

principio de proporcionalidad en sentido amplio. No obstante lo anterior, debe 

destacarse que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es 

ciega a las desigualdades sociales, por lo que contiene diversas protecciones 

jurídicas a favor de grupos sujetos a vulnerabilidad, a través, por ejemplo, de 

manifestaciones específicas del principio de igualdad, tales como la igualdad entre 

el varón y la mujer (artículo 4o., párrafo primero) y la salvaguarda de la 

pluriculturalidad de los pueblos indígenas de manera equitativa (artículo 2o. 

apartado B). Así, la igualdad jurídica en nuestro ordenamiento constitucional 

protege tanto a personas como a grupos. De ahí que se considere que el derecho 

humano a la igualdad jurídica no sólo tiene una faceta o dimensión formal o de 

derecho, sino también una de carácter sustantivo o de hecho, la cual tiene como 

objetivo remover y/o disminuir los obstáculos sociales, políticos, culturales, 

económicos o de cualquier otra índole que impiden a ciertas personas o grupos 

sociales gozar o ejercer de manera real y efectiva sus derechos humanos en 

condiciones de paridad con otro conjunto de personas o grupo social. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo directo en revisión 1464/2013. Blanca Esthela Díaz Martínez. 13 de 

noviembre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 

José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 

García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación. 
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DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. DIFERENCIAS ENTRE SUS 

MODALIDADES CONCEPTUALES. 

 

 

El citado derecho humano, como principio adjetivo, se configura por distintas 

facetas que, aunque son interdependientes y complementarias entre sí, pueden 

distinguirse conceptualmente en dos modalidades: 1) la igualdad formal o de 

derecho, y 2) la igualdad sustantiva o de hecho. La primera es una protección 

contra distinciones o tratos arbitrarios y se compone a su vez de la igualdad ante 

la ley, como uniformidad en la aplicación de la norma jurídica por parte de todas 

las autoridades, e igualdad en la norma jurídica, que va dirigida a la autoridad 

materialmente legislativa y que consiste en el control del contenido de las normas 

a fin de evitar diferenciaciones legislativas sin justificación constitucional o 

violatorias del principio de proporcionalidad en sentido amplio. Las violaciones a 

esta faceta del principio de igualdad jurídica dan lugar a actos discriminatorios 

directos, cuando la distinción en la aplicación o en la norma obedece 

explícitamente a un factor prohibido o no justificado constitucionalmente, o a actos 

discriminatorios indirectos, que se dan cuando la aplicación de la norma o su 

contenido es aparentemente neutra, pero el efecto o su resultado conlleva a una 

diferenciación o exclusión desproporcionada de cierto grupo social, sin que exista 

una justificación objetiva para ello. Por su parte, la segunda modalidad (igualdad 

sustantiva o de hecho) radica en alcanzar una paridad de oportunidades en el 

goce y ejercicio real y efectivo de los derechos humanos de todas las personas, lo 

que conlleva a que en algunos casos sea necesario remover y/o disminuir los 

obstáculos sociales, políticos, culturales, económicos o de cualquier otra índole 

que impidan a los integrantes de ciertos grupos sociales vulnerables gozar y 

ejercer tales derechos. Por ello, la violación a este principio surge cuando existe 

una discriminación estructural en contra de un grupo social o sus integrantes 

individualmente considerados y la autoridad no lleva a cabo las acciones 

necesarias para eliminar y/o revertir tal situación; además, su violación también 

puede reflejarse en omisiones, en una desproporcionada aplicación de la ley o en 

un efecto adverso y desproporcional de cierto contenido normativo en contra de un 

grupo social relevante o de sus integrantes, con la diferencia de que, respecto a la 

igualdad formal, los elementos para verificar la violación dependerán de las 

características del propio grupo y la existencia acreditada de la discriminación 

estructural y/o sistemática. Por lo tanto, la omisión en la realización o adopción de 

acciones podrá dar lugar a que el gobernado demande su cumplimiento, por 

ejemplo, a través de la vía jurisdiccional; sin embargo, la condición para que 

prospere tal demanda será que la persona en cuestión pertenezca a un grupo 



social que sufra o haya sufrido una discriminación estructural y sistemática, y que 

la autoridad se encuentre efectivamente obligada a tomar determinadas acciones 

a favor del grupo y en posibilidad real de llevar a cabo las medidas tendentes a 

alcanzar la igualdad de hecho, valorando a su vez el amplio margen de 

apreciación del legislador, si es el caso; de ahí que tal situación deberá ser 

argumentada y probada por las partes o, en su caso, el Juez podrá justificarla o 

identificarla a partir de medidas para mejor proveer. 
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Amparo directo en revisión 1464/2013. Blanca Esthela Díaz Martínez. 13 de 

noviembre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
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DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. CONTENIDO Y ALCANCES 

DE SU DIMENSIÓN SUSTANTIVA O DE HECHO. 

 

 

Esta modalidad del principio constitucional de igualdad jurídica impone a las 

distintas autoridades del Estado la obligación de llevar a cabo ciertos actos que 



tiendan a obtener una correspondencia de oportunidades entre distintos grupos 

sociales y sus integrantes y el resto de la población; por ende, se cumple a través 

de una serie de medidas de carácter administrativo, legislativo o de cualquier otra 

índole que tengan como finalidad evitar que se siga produciendo una 

diferenciación injustificada o discriminación sistemática o que se reviertan los 

efectos de la marginación histórica y/o estructural de un grupo social relevante. A 

estas medidas se les pueden catalogar como acciones positivas o de igualación 

positiva. Ejemplos de las primeras pueden ser ciertas políticas públicas que 

tengan como sujetos a las mujeres o a las personas con algún grado de 

discapacidad y que busquen otorgarles bienes o servicios adicionales para que 

alcancen un mismo grado de oportunidades para el ejercicio de sus derechos; 

mientras que ejemplos de las segundas consisten en las cuotas o los actos 

específicos de discriminación inversa en favor de una persona que pertenezca a 

un determinado grupo social. En algunos de esos casos, se dará formalmente un 

trato desigual de iure o de facto respecto de otras personas o grupos, pero el 

mismo deberá estar justificado precisamente por la consecución de la igualdad de 

hecho y tendrá que cumplir con criterios de proporcionalidad. Con base en lo 

anterior, se estima que no existe una lista exhaustiva o definitiva sobre las 

medidas que puedan llevarse a cabo para la obtención de la igualdad de hecho; 

dependerá tanto de las circunstancias fácticas, sociales, económicas, culturales, 

políticas o jurídicas que imperen al momento de tomarse la decisión, como de la 

entidad o autoridad que vaya a llevar a cabo la medida correspondiente con un 

amplio margen de apreciación. Sin embargo, lo que es común a todos estos tipos 

de medidas es que buscan conferir un mismo nivel de oportunidades para el goce 

y ejercicio de los derechos humanos de los miembros de ciertos grupos sociales, 

los cuales se caracterizan por ser o haber sido objeto de una discriminación o 

exclusión recurrente y sistemática. Estos grupos se definen por su existencia 

objetiva e identidad colectiva, así como por su situación de subordinación y poder 

político disminuido frente a otros grupos; no obstante, aunque no existe una 

delimitación exhaustiva de tales grupos sociales relevantes para la aplicación de 

esta faceta del principio de igualdad, el artículo 1o., último párrafo, de la 

Constitución Federal, ha establecido distintas categorías sospechosas que sirven 

como punto de partida para su identificación. 
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Amparo directo en revisión 1464/2013. Blanca Esthela Díaz Martínez. 13 de 

noviembre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 



José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 

García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el 
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PERSONAS MORALES. TIENEN DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LOS 

DATOS QUE PUEDAN EQUIPARARSE A LOS PERSONALES, AUN CUANDO 

DICHA INFORMACIÓN HAYA SIDO ENTREGADA A UNA AUTORIDAD. 

 

 

El artículo 16, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos reconoce el derecho a la protección de datos personales, consistente 

en el control de cada individuo sobre el acceso y uso de la información personal 

en aras de preservar la vida privada de las personas. En ese sentido, el derecho a 

la protección de datos personales podría entenderse, en primera instancia, como 

una prerrogativa de las personas físicas, ante la imposibilidad de afirmar que las 

morales son titulares del derecho a la intimidad y/o a la vida privada; sin embargo, 

el contenido de este derecho puede extenderse a cierta información de las 

personas jurídicas colectivas, en tanto que también cuentan con determinados 

espacios de protección ante cualquier intromisión arbitraria por parte de terceros 

respecto de cierta información económica, comercial o relativa a su identidad que, 

de revelarse, pudiera anular o menoscabar su libre y buen desarrollo. Por tanto, 

los bienes protegidos por el derecho a la privacidad y de protección de datos de 

las personas morales, comprenden aquellos documentos e información que les 

son inherentes, que deben permanecer ajenos al conocimiento de terceros, 

independientemente de que, en materia de transparencia e información pública, 



opere el principio de máxima publicidad y disponibilidad, conforme al cual, toda 

información en posesión de las autoridades es pública, sin importar la fuente o la 

forma en que se haya obtenido, pues, acorde con el artículo 6o., en relación con el 

16, párrafo segundo, constitucionales, la información entregada a las autoridades 

por parte de las personas morales, será confidencial cuando tenga el carácter de 

privada por contener datos que pudieran equipararse a los personales, o bien, 

reservada temporalmente, si se actualiza alguno de los supuestos previstos 

legalmente. 

 

PLENO 

 

Contradicción de tesis 56/2011. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda 

Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 30 de mayo de 2013. Mayoría 

de siete votos de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando 

Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 

Rebolledo, Sergio A. Valls Hernández, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 

Alberto Pérez Dayán; votaron en contra: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José 

Ramón Cossío Díaz, Luis María Aguilar Morales y Juan N. Silva Meza. Ponente: 

Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Laura García Velasco y José Álvaro 

Vargas Ornelas. 

El Tribunal Pleno, el veintitrés de enero en curso, aprobó, con el número II/2014 

(10a.), la tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a veintitrés de enero 

de dos mil catorce. 

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema de la 

contradicción planteada. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación. 
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PERSONAS MORALES. LA TITULARIDAD DE LOS DERECHOS 

FUNDAMENTALES QUE LES CORRESPONDE DEPENDE DE LA 

NATURALEZA DEL DERECHO EN CUESTIÓN, ASÍ COMO DEL ALCANCE Y/O 

LÍMITES QUE EL JUZGADOR LES FIJE. 

 

 

Si bien el vocablo "persona" contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos comprende a las personas morales, la 

titularidad de los derechos fundamentales dependerá necesariamente de la 

naturaleza del derecho en cuestión y, en su caso, de la función o actividad de 

aquéllas. En esa medida, el juzgador deberá determinar, en cada caso concreto, si 

un derecho les corresponde o no pues, si bien existen derechos que sin mayor 

problema argumentativo pueden atribuírseles, por ejemplo, los de propiedad, de 

acceso a la justicia o de debido proceso, existen otros que, evidentemente, 

corresponden sólo a las personas físicas, al referirse a aspectos de índole humana 

como son los derechos fundamentales a la salud, a la familia o a la integridad 

física; pero además, existen otros derechos respecto de los cuales no es tan claro 

definir si son atribuibles o no a las personas jurídicas colectivas, ya que, más allá 

de la naturaleza del derecho, su titularidad dependerá del alcance y/o límites que 

el juzgador les fije, como ocurre con el derecho a la protección de datos 

personales o a la libertad ideológica. 

 

PLENO 

 

Contradicción de tesis 56/2011. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda 

Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 30 de mayo de 2013. Mayoría 

de siete votos en relación con el sentido; votaron en contra: Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena, José Ramón Cossío Díaz, Luis María Aguilar Morales y Juan N. Silva Meza. 

Mayoría de ocho votos de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José 

Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario 

Pardo Rebolledo, Sergio A. Valls Hernández, Olga Sánchez Cordero de García 

Villegas, Alberto Pérez Dayán y Juan N. Silva Meza respecto del criterio contenido 



en esta tesis. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Laura García 

Velasco y José Álvaro Vargas Ornelas. 

El Tribunal Pleno, el veintitrés de enero en curso, aprobó, con el número I/2014 

(10a.), la tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a veintitrés de enero 

de dos mil catorce. 

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema de la 

contradicción planteada. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

 


